
 

 

Bogotá, D. C., 4 de junio de 2026 
 
Señora 
Natalia Irene Molina Posso 
Directora General 
Departamento Nacional de Planeación 
Ciudad 
 

Asunto: Comentarios al proyecto de resolución «Por la cual se reglamenta 
parcialmente el artículo 33 de la Ley 2294 de 2023 y se adopta la Metodología 
para la Definición de las Zonas de Inversión Especial para Superar la Pobreza 
(ZIESP)». 

 

Respetada directora Molina, reciba un cordial saludo. 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en 
representación de las ciudades capitales de departamento del país, y en ejercicio de la 
facultad de participación ciudadana en la expedición de actos administrativos de carácter 
general prevista en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015 y en el numeral 8 del 
artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, formula las siguientes observaciones técnicas y jurídicas al 
proyecto de resolución del asunto, en lo relativo a la Metodología para la Definición de las 
Zonas de Inversión Especial para Superar la Pobreza (ZIESP). 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El proyecto de resolución del Departamento Nacional de Planeación (DNP) adopta el 
Índice de Elegibilidad de las Zonas de Inversión Especial para Superar la Pobreza (IE-
ZIESP) como mecanismo de identificación y clasificación territorial. El artículo 34 de 
la Ley 1454 de 2011 (LOOT), al que remite el artículo 33 de la Ley 2294 de 2023, 
ordena expresamente que la creación de dichas zonas se realice «por una sola vez 
mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional». La resolución, como acto 
administrativo de inferior jerarquía, puede servir de soporte metodológico, pero no 
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puede sustituir el decreto ni crear los efectos jurídicos diferenciados que la Ley 
reservó para ese instrumento1. 

2) En su estado actual, la resolución crea una zona de planificación sin consecuencias 
jurídicas, administrativas ni presupuestales diferenciadas. No establece mecanismos 
de priorización o celeridad en trámites ante el Gobierno Nacional o las autoridades 
ambientales, no contempla instrumentos financieros de desembolso acelerado, ni 
formaliza instancias de coordinación intergubernamental. Esto implica un 
cumplimiento parcial del mandato del artículo 34 de la Ley 1454 de 2011 (LOOT) y 
del artículo 33 del Plan Nacional de Desarrollo 2022-20262.  

3) El IE-ZIESP carece de valor agregado diferencial respecto a los instrumentos de 
focalización territorial ya vigentes. El análisis de correspondencias del propio 
documento metodológico revela que 556 de los 672 municipios ZIESP (83%) ya están 
clasificados por la Resolución 844 de 2024 del Ministerio de Igualdad y Equidad, y que 
figuras como los PDET, las ZOMAC, las ZIDRES y el PNIS ya contemplan regímenes 
especiales de inversión con mecanismos operativos concretos que la figura ZIESP no 
iguala3. 

4) La arquitectura metodológica del IE-ZIESP produce un sesgo sistemático contra las 
ciudades capitales y distritos especiales. Al ponderar un 30% del índice mediante la 
variable de Territorios Marginados y Excluidos (TME) —que incorpora la 
categorización de municipios de categorías 4, 5 y 6 conforme a la Ley 2082 de 2021— 
y al prescindir de indicadores complementarios que capturen la magnitud absoluta 
de la pobreza concentrada en ciudades capitales, el instrumento invisibiliza los 
grandes cordones de miseria urbana, vulnerando el principio de igualdad material del 
artículo 13 de la Constitución Política4. 

5) Asocapitales manifiesta su desacuerdo con la proliferación de instrumentos de 
planificación territorial. La incorporación de la figura ZIESP a un acervo normativo que 

 

1Ley 1454 de 2011 (LOOT), artículo 34: las ZIESP «serán creadas por una sola vez mediante decreto expedido por el Gobierno 
Nacional». El artículo 33 de la Ley 2294 de 2023 (PND 2022-2026) fijó el plazo para la expedición de dicho decreto (31 de 
diciembre de 2024) y ordenó que incluyera instrumentos metodológicos que, desde el Ordenamiento Territorial, sirvan a 
los municipios para potenciar el desarrollo de actividades económicas, sociales y ambientales. 
2Ley 1454 de 2011 (LOOT), artículo 34. Define las Zonas de Inversión Especial para Superar la Pobreza como «instrumentos 
de planificación e inversión orientados a mejorar las condiciones de vida de los habitantes de esas zonas». 
3CONPES 3932 de 2018, «Lineamientos para la articulación del Plan Marco de Implementación del Acuerdo Final con los 
instrumentos de planeación, programación y seguimiento a políticas públicas del orden nacional y territorial». El documento 
establece criterios de armonización y no superposición de instrumentos de planeación y focalización territorial, como 
criterio de coherencia del sistema de planeación del Estado. 
4 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-937 de 2010, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Fija los límites 
constitucionales a la categorización territorial regresiva, estableciendo que la categoría institucional no puede anular la 
elegibilidad de los habitantes de una entidad territorial para acceder a instrumentos de política pública. 
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ya integra los regímenes PDET, ZOMAC, ZIDRES, PNIS y la clasificación de la 
Resolución 844 de 2024, sin una dotación de mecanismos operativos diferenciados 
ni articulación efectiva con los instrumentos de planificación preexistentes, agrava la 
rigidez estructural del gasto público municipal, reduce la capacidad de reacción de 
las administraciones locales ante eventualidades presupuestales concurrentes e 
incrementa las cargas administrativas de las secretarías de planeación, haciendo la 
prestación de los servicios municipales menos eficiente. Esta proliferación impacta 
de forma especialmente intensa tres ámbitos estratégicos de la gestión territorial: (i) 
la Gestión de Infraestructura, pues la coexistencia de marcos normativos 
superpuestos dilata o paraliza la ejecución de proyectos de inversión pública ante la 
exigencia de garantizar compatibilidad con cada régimen; (ii) la Clasificación del Suelo, 
ya que la yuxtaposición de zonificaciones derivadas de instrumentos distintos genera 
conflictos de interpretación que comprometen la coherencia de los Planes de 
Ordenamiento Territorial y la jerarquía normativa consagrada en el artículo 10 de la 
Ley 388 de 19975; y (iii) la Gestión del Riesgo, puesto que la dispersión de marcos de 
planificación dificulta la adopción de medidas de prevención y mitigación integradas, 
en desmedro del mandato de integración que establecen los artículos 1 y 39 de la Ley 
1523 de 20126. 

6) Los artículos 4 y 5 del proyecto configuran relaciones de subordinación administrativa 
de los entes territoriales respecto del nivel central, comprometiendo la autonomía 
garantizada por el artículo 287 de la Constitución Política. Desde Asocapitales 
reiteramos que la distribución de competencias y la imposición de cargas 
administrativas adicionales a las entidades territoriales sin una fuente de financiación 
clara y definida hace inviable la expedición de nuevas normas o metodologías: toda 
regulación que amplíe obligaciones de articulación, monitoreo o reporte de los entes 
territoriales debe ir acompañada del correspondiente reconocimiento presupuestal 

 

5Ley 388 de 1997, artículo 10. Determinantes de los planes de ordenamiento territorial: fija la jerarquía de las normas que 
vinculan los POT municipales y distritales, estableciendo que los planes, programas y proyectos de infraestructura de 
transporte y demás obras públicas, las normas de conservación y protección del medio ambiente y los demás determinantes 
señalados por la Ley tienen prelación sobre los instrumentos de menor jerarquía. La coexistencia de instrumentos de 
planificación territorial que no se posicionan explícitamente dentro de esta jerarquía genera incertidumbre normativa y 
dificulta la formulación y revisión eficiente de los POT, herramienta central de la autonomía territorial. Véase también: Ley 
152 de 1994, artículo 3, que consagra los principios de coherencia, eficiencia y viabilidad como atributos del sistema de 
planeación del Estado, exigiendo que cada instrumento contribuya de manera diferencial y no redundante al sistema. 
6Ley 1523 de 2012, «Por la cual se adopta la política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras disposiciones». El artículo 39 ordena que los planes de 
desarrollo y los planes de ordenamiento territorial incorporen expresamente las acciones de gestión del riesgo como 
determinante de primer orden, lo que exige coherencia y coordinación entre todos los instrumentos de planificación 
territorial que incidan en la clasificación del suelo, la infraestructura y el uso del territorio. La proliferación de instrumentos 
de planificación que no se integran sistemáticamente con los POT vigentes compromete el cumplimiento de este mandato 
legal y fragmenta la visión de gestión del riesgo que las entidades territoriales están obligadas a mantener unificada en sus 
instrumentos de ordenamiento. 
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y de la identificación expresa de la fuente de financiación, conforme lo exigen los 
artículos 287 y 288 de la Constitución Política, el artículo 7 de la Ley 819 de 20037 y 
el principio de distribución de competencias consolidado en la Sentencia C-138 de 
2020. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

2.1. Marco constitucional 

La Constitución Política de Colombia consagra en su artículo 1 el carácter descentralizado y 
autónomo de las entidades territoriales como fundamento estructural del Estado unitario. El 
artículo 287 reconoce el derecho de estas entidades a gobernarse por autoridades propias, 
ejercer las competencias que les correspondan, administrar sus recursos y establecer los 
tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. El artículo 288, en concordancia, 
establece que las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales se ejercen 
conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, de lo cual se infiere 
una relación horizontal entre los niveles de gobierno, y no una relación de jerarquía o tutela. 

La jurisprudencia constitucional ha consolidado una doctrina que distingue el núcleo esencial 
de la autonomía —que el legislador y el ejecutivo nacional no pueden vaciar de contenido— 
del margen de configuración normativa que el orden nacional puede ejercer en su función 
de coordinación y planeación. La Sentencia C-600A de 1995 precisó que ese núcleo esencial 
comprende la facultad de los entes territoriales de adoptar sus propias decisiones de 
planificación y gestión sin quedar subordinados a la aprobación o dirección del nivel nacional, 
fijando así un límite sustantivo a las regulaciones que, con pretexto de coordinación, 
suplantan la capacidad de gestión territorial8. 

2.2. Régimen legal de las ZIESP 

El artículo 34 de la Ley 1454 de 2011 (LOOT) define las Zonas de Inversión Especial para 
Superar la Pobreza como «instrumentos de planificación e inversión orientados a mejorar las 

 

7Ley 819 de 2003 (Ley Orgánica de Responsabilidad y Transparencia Fiscal), artículo 7. Análisis del impacto fiscal de las 
normas: todo acto normativo que ordene gasto o que imponga obligaciones a las entidades territoriales debe hacer explícito 
su impacto fiscal e identificar la fuente de ingreso que financiará dicho costo, condición de viabilidad que se extiende, por 
vía del principio de costeo de competencias, a los actos administrativos del nivel nacional que distribuyen responsabilidades 
operativas a los entes subnacionales sin el correspondiente reconocimiento presupuestal. Véase, en concordancia, el 
artículo 356 de la Constitución Política, que vincula la asignación de competencias a las entidades territoriales con la 
transferencia de los recursos necesarios para su ejercicio. 
8Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-600A de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero. Consolidó la doctrina del 
núcleo esencial de la autonomía territorial, diferenciando el espacio mínimo de autodeterminación que el legislador y el 
ejecutivo nacional no pueden vaciar de contenido —ni siquiera en ejercicio de funciones de coordinación y planeación— 
del margen de configuración normativa que el orden nacional puede ejercer válidamente. Esta distinción opera como límite 
sustantivo frente a regulaciones que, con pretexto de coordinación, suplantan la capacidad de gestión propia de los entes 
territoriales. 
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condiciones de vida de los habitantes de esas zonas». Esta definición legal impone un 
estándar de contenido mínimo a la reglamentación que opera la figura: los actos que la 
desarrollen deben asignarle mecanismos sustantivos de planificación e inversión, no 
meramente una etiqueta de clasificación. 

El artículo 33 de la Ley 2294 de 2023 complementa este mandato al actualizar el plazo para 
la creación de las ZIESP con base en el artículo 34 de la LOOT, que prescribe que las zonas 
«serán creadas por una sola vez mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional», y 
ordena que dicho decreto incluya «instrumentos metodológicos que, desde el 
Ordenamiento Territorial, sirvan a los municipios para potenciar el desarrollo de actividades 
económicas, sociales y ambientales». Leídas en conjunto, estas disposiciones fijan tanto el 
rango normativo del instrumento definitorio —decreto del Gobierno Nacional— como su 
contenido mínimo exigido. 

2.3. El principio de eficacia normativa 

El artículo 44 del CPACA impone al titular de la potestad reglamentaria el deber de motivar 
suficientemente los actos administrativos de carácter general y garantizar que su contenido 
produzca los efectos jurídicos acordes con el fin que los justifica9. Un acto administrativo que 
adopta una metodología de clasificación territorial sin definir los efectos jurídicos que se 
derivan de esa clasificación compromete el principio de eficacia normativa, pues la norma 
expedida no genera por sí misma los resultados que la Ley le asigna a la figura que reglamenta. 

2.4. Principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 

Los artículos 27 a 29 de la Ley 1454 de 2011 desarrollan los principios constitucionales de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad en la distribución de competencias entre los 
niveles de gobierno. El principio de subsidiariedad establece que el nivel nacional sólo debe 
intervenir en competencias de los entes territoriales cuando éstos no tengan capacidad para 
ejercerlas eficientemente. La Sentencia SU-122 de 2022 de la Corte Constitucional precisó 
que la intervención concurrente del nivel nacional exige mecanismos de participación y 
coordinación que eviten la suplantación de la lectura técnica local por una visión centralista10. 

 

9Ley 1437 de 2011 (CPACA), artículo 44. Deber de motivación suficiente de los actos administrativos de carácter general y 
requisito de efectividad normativa de los mismos. 
10Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-122 de 2022, M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar. Precisa los requisitos de 
la intervención concurrente del nivel nacional en materias de competencia local, señalando la obligatoriedad de 
mecanismos de participación y coordinación que eviten la suplantación de la lectura técnica local. 
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3. DESARROLLO DE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO 

3.1. Primera observación: Insuficiencia de rango normativo — Artículos 1 y 6 

El artículo 34 de la Ley 1454 de 2011 (LOOT), al que remite el artículo 33 de la Ley 2294 de 
2023, establece con precisión que las ZIESP «serán creadas por una sola vez mediante 
decreto expedido por el Gobierno Nacional» e incorporarán los instrumentos metodológicos 
que potencien el desarrollo territorial de los municipios priorizados. El proyecto de 
resolución bajo examen, expedido por el Director General del DNP como acto administrativo 
subordinado al Presidente de la República, no puede sustituir el mandato de rango legal que 
reservó la figura a un decreto del Gobierno Nacional. 

Esta distinción no es meramente formal. Un decreto del Gobierno Nacional vincula a todos 
los ministerios, departamentos administrativos y autoridades ambientales, y puede 
consagrar beneficios tributarios, priorizar trámites interinstitucionales y crear instancias de 
coordinación intergubernamental con competencias legalmente respaldadas. Una 
resolución del DNP, en cambio, produce efectos jurídicos restringidos al ámbito de actuación 
de esa entidad. La Corte Constitucional, en la Sentencia C-123 de 2014, señaló que el 
principio de eficacia normativa exige que el instrumento elegido sea idóneo para alcanzar los 
fines que la Ley le asigna a la figura reglamentada11. 

En consecuencia, mientras no se expida el decreto del Gobierno Nacional con el contenido 
mínimo que exige el marco legal, la clasificación ZIESP carecerá de los efectos que justifican 
su existencia como categoría jurídica diferencial. La resolución puede tener plena validez 
como instrumento técnico-metodológico, siempre que su articulado delimite con precisión 
ese alcance y establezca el nexo normativo con el instrumento superior que la Ley ordena. 

• Propuesta de ajuste: Modificar el artículo 6 (Vigencia) para incluir una disposición en 
los siguientes términos: «La presente resolución tiene carácter estrictamente 
metodológico y sirve de insumo técnico para el decreto que, conforme al artículo 33 
de la Ley 2294 de 2023, debe expedir el Gobierno Nacional para la creación efectiva 
de las Zonas de Inversión Especial para Superar la Pobreza con los efectos jurídicos 
diferenciados que la Ley exige». Se sugiere, además, que dicho artículo fije un plazo 
y un proceso para la expedición del decreto, garantizando la exigibilidad del mandato 
legal. 

 

11Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. El principio de eficacia normativa 
exige que el instrumento jurídico elegido sea idóneo para alcanzar los fines que la Ley le asigna a la figura reglamentada. 
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3.2. Segunda observación: Ausencia de mecanismos operativos y de política pública — 
Artículos 1 y 4 

El artículo 34 de la LOOT define las ZIESP como instrumentos de planificación e inversión, 
imponiéndole a la reglamentación que las opera una obligación de contenido que va más allá 
de la identificación territorial. El proyecto, al limitarse a adoptar un índice de elegibilidad, 
crea una etiqueta territorial vacía: clasifica municipios pero no define qué ocurre de diferente 
en un municipio ZIESP frente a uno que no lo es. En otras palabras, no responde a la pregunta 
esencial que la Ley le exige responder: ¿cuáles son los instrumentos que aceleran la inversión 
y la articulación interinstitucional en estos territorios? 

En efecto, el proyecto no establece: (i) mecanismos de priorización y reducción de plazos en 
trámites ante el Gobierno Nacional o las autoridades ambientales para proyectos de 
infraestructura en municipios ZIESP; (ii) instrumentos de desembolso acelerado de recursos 
del Presupuesto General de la Nación; (iii) instancias formales de coordinación entre el nivel 
nacional y los entes territoriales ZIESP, con competencias y protocolos definidos; ni (iv) 
instrumentos de ordenamiento territorial alineados con la vocación productiva de cada 
categoría de zona —Núcleo de Transformación, Aceleración o Transición—, tal como exige 
el artículo 33 del Plan Nacional de Desarrollo. 

La comparación con instrumentos de focalización territorial preexistentes ilustra la magnitud 
de la deficiencia. Los PDET12 cuentan con planes de inversión específicos, institucionalidad 
propia —Agencia de Renovación del Territorio— y priorización presupuestal por decreto. Las 
ZOMAC 13  consagran beneficios tributarios para empresas que inviertan en municipios 
priorizados. Las ZIDRES14 establecen un régimen especial de uso del suelo rural. Y el PNIS 
incluye subsidios directos, asistencia técnica y proyectos productivos para sustitución de 
cultivos. La figura ZIESP, tal como está diseñada, no ofrece equivalente operativo frente a 
ninguno de estos instrumentos, lo que compromete su eficacia normativa en los términos 
del artículo 44 del CPACA. 

• Propuesta de ajuste: Reformular el artículo 4 (Implementación y seguimiento) para 
incorporar los siguientes elementos: «El Gobierno Nacional, en coordinación 
concertada con las entidades territoriales, definirá las Zonas de Inversión Especial 
para Superar la Pobreza y establecerá los mecanismos normativos, financieros y 
administrativos diferenciados para su implementación. Asocapitales reitera que toda 

 

12Decreto Ley 893 de 2017, «Por el cual se crean los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET)». Contempla 
planes de inversión específicos, institucionalidad propia —Agencia de Renovación del Territorio— y priorización 
presupuestal de rango decreto. 
13Ley 1819 de 2016, artículo 236. Crea las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC) y establece beneficios 
tributarios para las empresas que desarrollen actividades económicas en dichos municipios. 
14Ley 1776 de 2016 y sus decretos reglamentarios. Crea las Zonas de Interés de Desarrollo Rural, Económico y Social (ZIDRES), 
con régimen especial de uso del suelo rural y acceso a tierras baldías para proyectos productivos. 
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distribución de competencias y toda imposición de cargas administrativas adicionales 
a los entes territoriales debe contar con una fuente de financiación clara y definida: 
sin ese respaldo presupuestal, la expedición de nuevas normas o metodologías 
resulta inviable en los términos de los artículos 287 y 288 de la Constitución Política, 
del artículo 7 de la Ley 819 de 2003 y del principio de distribución de competencias 
de la Sentencia C-138 de 2020. Para su ejecución, se garantizarán esquemas de 
cofinanciación y asistencia técnica diferenciada que no trasladen cargas 
administrativas fijas a las entidades territoriales sin el correspondiente 
reconocimiento presupuestal». 

3.3. Tercera observación: Insuficiencia metodológica y ausencia de valor agregado 
diferencial — Artículo 2 y Documento Metodológico 

El Documento Metodológico propone el IE-ZIESP como instrumento para identificar y 
clasificar los municipios destinatarios de la figura. Sin embargo, su análisis técnico permite 
concluir que el índice no contiene elementos diferenciales suficientes que justifiquen la 
creación de una nueva categoría jurídica territorial. El IE-ZIESP se construye a partir de tres 
dimensiones: (i) vulnerabilidad estructural —NBI e Índice de Pobreza Energética Municipal 
(IPEM)—, con peso del 60%; (ii) condición institucional —clasificación binaria de la 
Resolución 844 de 2024 del Ministerio de Igualdad 15 —, con peso del 30%; y (iii) 
condicionantes territoriales, con peso del 10%. Esta estructura presenta las siguientes 
deficiencias técnicas y jurídicas. 

En cuanto a la predominancia del NBI sobre el IPM: el propio documento metodológico 
reconoce que el Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) «contiene mejores elementos 
para estudiar la pobreza» que el NBI. Sin embargo, el NBI mantiene un peso de 5/6 dentro 
de la dimensión de vulnerabilidad estructural —que pondera el 60% del índice total—, 
generando una contradicción interna que debilita la solidez técnica de la metodología 
propuesta. 

Respecto de la duplicación de instrumentos existentes: el análisis de correspondencias del 
propio Documento Metodológico revela que 556 de los 672 municipios identificados como 
ZIESP (83%) ya están clasificados por la Resolución 844 de 2024. Esta coincidencia confirma 
que el IE-ZIESP no delimita un universo territorial sustancialmente distinto al ya cubierto por 
instrumentos vigentes. En los términos del CONPES 3932 de 2018, la superposición de 
instrumentos sin valor agregado diferencial cuestiona la necesidad del acto administrativo y 
puede comprometer la coherencia del sistema de planeación territorial del Estado. 

 

15Ministerio de Igualdad y Equidad. Resolución 844 de 2024. Adopta la clasificación de Territorios Marginados y Excluidos 
(TME), que prioriza municipios de categorías 4, 5 y 6 conforme a la Ley 2082 de 2021. 
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Esta preocupación trasciende el análisis cuantitativo de la superposición. Desde Asocapitales, 
señalamos que la proliferación de instrumentos de planificación territorial que no 
operativizan mecanismos concretos de inversión ni se articulan con los POT vigentes genera 
consecuencias estructurales negativas para la gestión municipal. En primer lugar, endurece 
la estructura del gasto público: cada nuevo instrumento que impone condicionantes de uso 
del suelo, prioridades de inversión o categorías diferenciadas de clasificación territorial 
añade una capa de rigidez presupuestal que reduce el margen de maniobra de las 
administraciones locales para atender otras eventualidades fiscales y de política pública, 
convirtiendo la planificación en un factor de inmovilización presupuestal antes que en una 
herramienta de desarrollo. En segundo lugar, incrementa las cargas administrativas de las 
secretarías técnicas municipales, que deben garantizar la compatibilidad de sus actuaciones 
con cada uno de los regímenes superpuestos, a expensas de su capacidad operativa para 
ejecutar los instrumentos de planeación y prestación de servicios que tienen a su cargo. El 
impacto de esta proliferación es especialmente crítico en la Gestión de Infraestructura —
donde la coexistencia de condicionantes derivados de distintos instrumentos puede paralizar 
licitaciones y ejecuciones que requieren compatibilidad multirrégimen—, en la Clasificación 
del Suelo —donde la yuxtaposición de categorías asignadas por instrumentos de distinta 
naturaleza jurídica genera conflictos de interpretación frente a la jerarquía normativa del 
artículo 10 de la Ley 388 de 199716— y en la Gestión del Riesgo —donde la fragmentación 
de los marcos de planificación impide la integración sistémica que exigen los artículos 1 y 39 
de la Ley 1523 de 201217 y que resulta determinante para la protección efectiva de la vida y 
los bienes de los habitantes de las ciudades capitales—. La posición de Asocapitales es clara: 
no se requieren más instrumentos de clasificación territorial sin contenido operativo 
diferencial; lo que se requiere es fortalecer los instrumentos existentes con mecanismos 
concretos de inversión, cofinanciación y asistencia técnica articulados con los POT 
municipales y distritales vigentes. 

Sobre la clasificación quintílica sin umbrales absolutos: la distribución por quintiles asegura 
que siempre existirá un 20% de municipios en la categoría de máxima prioridad, 
independientemente de las condiciones absolutas del territorio nacional en cada momento. 
Este diseño genera problemas de legitimidad y eficacia de la focalización, en tanto que la 
clasificación de un municipio como prioritario no refleja necesariamente un rezago 
estructural verificable en términos absolutos. 

Finalmente, la ausencia de indicadores de resultado y de capacidad institucional reduce el 
índice a una medición de carencias históricas, sin incorporar variables como mortalidad 
infantil, logro educativo efectivo o ingresos per cápita, que reflejarían con mayor precisión 
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el rezago estructural. Tampoco incluye variables sobre la capacidad fiscal y administrativa de 
los municipios para ejecutar la inversión, elemento determinante para diseñar el tipo e 
intensidad de la intervención requerida. 

• Propuesta de ajuste: Revisar la ponderación del NBI frente al IPM, reconociendo la 
superioridad técnica de este último; incorporar indicadores de resultado y de 
capacidad institucional local; definir umbrales absolutos —no solo quintílicos— que 
den sustento sustantivo a la clasificación; e incluir un análisis explícito de 
complementariedad y no superposición con figuras existentes (PDET, ZOMAC, ZIDRES, 
PNIS), de conformidad con el mandato del artículo 33 del Plan Nacional de Desarrollo. 

3.4. Cuarta observación: Sesgo sistemático contra las ciudades capitales — Variable 
TME de la Dimensión Institucional 

La dimensión de «Condición Institucional» del IE-ZIESP, que pondera el 30% del índice total, 
se construye sobre la clasificación de Territorios Marginados y Excluidos (TME) de la 
Resolución 844 de 2024 del Ministerio de Igualdad y Equidad. Dicha resolución privilegia 
explícitamente a los municipios de categorías 4, 5 y 6 conforme a la Ley 2082 de 202118, 
excluyendo de la condición de «territorio marginado» a los municipios de categorías Especial 
y 1, entre los cuales se encuentran la mayoría de las ciudades capitales del país. 

Este diseño produce un sesgo estructural de doble carácter. Por un lado, pondera con un 
peso significativo (30%) una variable que por definición excluye a las capitales, privándolas 
de acceder a las categorías de mayor prioridad del índice. Por otro lado, al no contemplar 
indicadores complementarios que reflejen la magnitud absoluta de la pobreza concentrada 
en las ciudades capitales —más allá del NBI porcentual que utiliza como variable principal—, 
el índice invisibiliza los grandes cordones de exclusión social que caracterizan las ciudades 
capitales del país. Según datos del DANE y del propio DNP, los municipios de categoría 
Especial y 1 concentran el mayor número absoluto de personas en situación de pobreza 
multidimensional del territorio nacional, fenómeno que el IE-ZIESP castiga al sobreponderar 
la ruralidad y las categorías institucionales precarias. 

Esta asimetría vulnera el principio de igualdad material consagrado en el artículo 13 de la 
Constitución Política. La Corte Constitucional, en la Sentencia C-937 de 2010, precisó que los 
límites constitucionales a la categorización territorial regresiva impiden que la categoría 
institucional de una entidad territorial anule la elegibilidad de sus habitantes para acceder a 
instrumentos de política pública social. Desde la perspectiva fiscal, la exclusión de las 
capitales del universo ZIESP desplaza la carga de la atención a los cinturones de miseria 
urbanos exclusivamente hacia los ingresos corrientes de libre destinación (ICLD) de las 

 

18Ley 2082 de 2021, «Por la cual se dictan normas para modernizar la categorización de los municipios y distritos de 
Colombia». Actualiza los criterios de categorización de las entidades territoriales del nivel municipal. 
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capitales, sin el correspondiente acompañamiento de fuentes nacionales, vulnerando el 
principio de equidad en la distribución territorial de recursos reconocido en la Sentencia C-
015 de 202319. 

• Propuesta de ajuste: Incorporar en la dimensión institucional o territorial un 
indicador complementario —diferente del NBI porcentual que utiliza el índice como 
variable principal— que capture la magnitud absoluta de la concentración de pobreza 
multidimensional en cada entidad territorial, ponderando especialmente la densidad 
urbana de miseria, de modo que la categoría institucional de la entidad territorial no 
anule la elegibilidad de sus habitantes. El artículo 34 de la LOOT protege a los 
«habitantes» de las zonas de inversión, no a la categoría del municipio que los alberga. 

3.5. Quinta observación: Vulneración de la autonomía territorial y cargas 
administrativas sin compensación — Artículos 4 y 5 

El artículo 4 del proyecto establece que «la entidad del Gobierno Nacional competente en 
materia de superación de la pobreza» definirá operativamente la aplicación de la 
metodología y la articulación con las entidades territoriales. Esta redacción configura una 
relación vertical de tutela administrativa: los entes territoriales quedan obligados a 
«articularse» de manera subordinada a parámetros fijados centralmente, sin que la norma 
establezca mecanismos previos de participación o concertación con el nivel local. Este tipo 
de configuración contraría la doctrina de la Sentencia C-535 de 1996, que prohibió las 
relaciones de jerarquía o supervisión del nivel nacional sobre los entes territoriales en el 
ejercicio de sus competencias propias,20 y las reglas del principio de complementariedad 
previstas en los artículos 27 y 288 de la Constitución Política. 

El artículo 5, por su parte, confiere al DNP la competencia exclusiva para establecer los 
protocolos de evaluación de impacto de las ZIESP, sin prever la participación de los 
organismos técnicos de planeación de las entidades territoriales. Esta disposición vulnera el 
principio de complementariedad previsto en el artículo 288 de la Constitución Política y en 

 

19 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-015 de 2023, M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar. Examina la 
constitucionalidad de la Ley que crea la Región Metropolitana Bogotá-Cundinamarca y establece que los esquemas de 
distribución de responsabilidades entre niveles de gobierno en el ordenamiento territorial deben guardar correspondencia 
con los recursos y competencias asignados a cada entidad territorial, en respeto de los principios de autonomía y equidad 
territorial. 
20Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-535 de 1996. Estableció la prohibición de tutela administrativa del nivel 
nacional sobre los entes territoriales: las relaciones entre el Gobierno Nacional y las entidades territoriales son de 
coordinación y concurrencia, nunca de jerarquía o supervisión. Toda configuración normativa que subordine la actuación 
de los entes territoriales a la dirección del nivel central —sin mecanismos previos de participación y concertación— 
compromete el principio de autonomía territorial garantizado por los artículos 287 y 288 de la Constitución. 
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el artículo 27 de la Ley 1454 de 201121, que exigen que la intervención del nivel nacional se 
realice en colaboración con —y no en sustitución de— la capacidad técnica local. 

Ambas disposiciones imponen a las secretarías de planeación municipal obligaciones de 
articulación, monitoreo y reporte que no están acompañadas de recursos técnicos ni 
presupuestales para su sostenimiento. La Corte Constitucional, en la Sentencia C-138 de 
2020, estableció que el legislador y el regulador nacional no pueden imponer competencias 
a las entidades territoriales sin proveer los recursos necesarios para su financiación, bajo el 
principio constitucional de costeo de competencias22. 

En el plano técnico-institucional, Asocapitales reitera que la distribución de competencias y 
la imposición de cargas administrativas adicionales a las entidades territoriales sin una fuente 
de financiación clara y definida hace inviable la expedición de nuevas normas o metodologías. 
La resolución bajo análisis impone a las secretarías de planeación municipal obligaciones de 
articulación, monitoreo y reporte sin identificar la fuente presupuestal que financiará su 
cumplimiento. Esta exigencia no es potestativa sino constitucionalmente obligatoria: el 
artículo 7 de la Ley 819 de 2003 impone al regulador nacional la obligación de hacer explícito 
el impacto fiscal de toda norma que genere costos a las entidades territoriales y de identificar 
la fuente de ingreso que financiará dicho costo, y la Sentencia C-138 de 2020 consolidó el 
principio de distribución de competencias como límite sustantivo a la facultad normativa del 
nivel central frente a los entes subnacionales. 

A lo anterior se suma la preocupación estructural de Asocapitales frente a la proliferación de 
instrumentos de planificación territorial: cada nuevo instrumento de clasificación o inversión 
que se añade al acervo normativo sin mecanismos operativos propios y sin articulación 
efectiva con los POT vigentes no solo agrava las cargas administrativas descritas —en tanto 
exige a las secretarías de planeación verificar compatibilidad con regímenes superpuestos—, 
sino que endurece la estructura del gasto público municipal y reduce la capacidad de 
reacción de los municipios ante eventualidades presupuestales concurrentes. Esta dinámica 
convierte los instrumentos de planificación territorial en factores de inmovilización antes que 
en herramientas de gestión eficiente, con impactos directos y mensurables sobre la Gestión 
de Infraestructura, la Clasificación del Suelo y la Gestión del Riesgo. La posición institucional 
de Asocapitales es que la eficacia de la política de superación de la pobreza territorial no se 
logra mediante la multiplicación de categorías jurídicas, sino mediante la dotación de 
mecanismos operativos diferenciados a los instrumentos ya existentes, en consonancia con 

 

21Constitución Política de Colombia, artículo 288, y Ley 1454 de 2011, artículo 27 (Principio de Complementariedad). Las 
entidades territoriales, al ejercer sus competencias, lo harán colaborando con la Nación y entre sí para el cumplimiento de 
los fines del Estado. 
22Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-138 de 2020, M.P. Diana Fajardo Rivera. El legislador y el regulador nacional 
no pueden imponer competencias a las entidades territoriales sin proveer los recursos necesarios para su financiación, bajo 
el principio constitucional de costeo de competencias. 
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el principio de eficiencia del sistema de planeación del Estado consagrado en el artículo 3 de 
la Ley 152 de 1994 y con la doctrina constitucional que prohíbe que la regulación nacional 
comprometa la capacidad de gestión propia de los entes territoriales (Sentencia C-600A de 
1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero). 

• Propuesta de ajuste: Reformular los artículos 4 y 5 para que la implementación y la 
evaluación de las ZIESP sean procesos horizontales y concurrentes. En particular: (i) 
incluir en la parte motiva y en el articulado la identificación expresa de la fuente de 
financiación que respaldará cada carga administrativa impuesta a los entes 
territoriales, dando cumplimiento al análisis de impacto fiscal exigido por el artículo 
7 de la Ley 819 de 2003; (ii) rediseñar el artículo 5 para que las evaluaciones de 
impacto sean concurrentes entre el nivel nacional y los organismos de planeación 
territorial; y (iii) reconocer expresamente en la parte motiva que Asocapitales 
considera inviable la expedición de normas o metodologías que distribuyan 
competencias o impongan cargas administrativas adicionales a las entidades 
territoriales sin una fuente de financiación clara y definida que garantice el 
correspondiente costeo de competencias conforme a la Sentencia C-138 de 2020. 

3.6. Síntesis de observaciones y propuestas de ajuste 

El siguiente cuadro consolida las observaciones formuladas al proyecto de resolución, con 
indicación de la disposición afectada, el problema identificado, la norma en riesgo y la 
propuesta de ajuste: 

Disposición Problema identificado Norma en riesgo Propuesta de ajuste 

Arts. 1 y 6 – 
Jerarquía 
normativa 

La resolución adopta la 
metodología, pero el art. 34 de 
la LOOT —al que remite el art. 
33 de la Ley 2294/2023— 
ordena que las ZIESP sean 
creadas «por una sola vez 
mediante decreto» del 
Gobierno Nacional. La 
resolución no puede sustituir 
ese instrumento ni crear los 
efectos jurídicos que la Ley 
reservó al decreto. 

Ley 2294/2023, art. 33; 
Ley 1437/2011, art. 44; 
Sentencia C-123/2014. 

Modificar art. 6 para 
delimitar el alcance 
metodológico de la 
resolución y articularlo 
expresamente con el 
futuro decreto del 
Gobierno Nacional. 

Arts. 1 y 4 – 
Ausencia de 
efectos 
operativos 

La resolución crea una zona de 
planificación sin efectos 
jurídicos, administrativos ni 
financieros diferenciados. Faltan 
mecanismos de celeridad en 
trámites, instrumentos de 
desembolso acelerado e 

LOOT, art. 34; Ley 
2294/2023, art. 33; 
CPACA, art. 44. 

Reformular art. 4 para 
incorporar esquemas de 
coordinación concertada, 
cofinanciación y 
asistencia técnica 
diferenciada. 
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Disposición Problema identificado Norma en riesgo Propuesta de ajuste 

instancias formales de 
coordinación 
intergubernamental. 

Art. 2 y Doc. 
Metodológico – 
Valor agregado 
diferencial 

El 83% de los municipios ZIESP 
ya están cubiertos por la 
Resolución 844/2024. El NBI 
pondera más que el IPM pese a 
ser técnicamente inferior. No 
hay indicadores de resultado ni 
de capacidad institucional. 

Ley 2294/2023, art. 33; 
CPACA, art. 44; CONPES 
3932/2018. 

Revisar ponderación 
NBI/IPM; incorporar 
indicadores de resultado 
y capacidad institucional; 
definir umbrales 
absolutos. 

Metodología – 
Variable TME 
(Dim. 
Institucional) 

La variable TME excluye a 
municipios de categorías 
Especial y 1, privando 
sistemáticamente a las ciudades 
capitales de las categorías de 
mayor prioridad e invisibilizando 
la pobreza urbana en términos 
absolutos. 

Art. 13 C.P.; Sentencias 
C-937/2010 y C-
015/2023; Ley 
2082/2021. 

Incorporar indicador 
complementario que 
capture la magnitud 
absoluta de la 
concentración de 
pobreza 
multidimensional y la 
densidad urbana de 
miseria, de modo que la 
categoría institucional no 
anule la elegibilidad de 
los habitantes. 

Arts. 4 y 5 – 
Autonomía 
territorial y cargas 
administrativas 

Los artículos 4 y 5 configuran 
tutela administrativa del nivel 
central. Se imponen cargas 
administrativas sin recursos 
compensatorios. Asocapitales 
reitera que la distribución de 
competencias y la imposición de 
cargas administrativas 
adicionales sin una fuente de 
financiación clara y definida 
hace inviable la expedición de 
nuevas normas o metodologías 
que trasladen obligaciones a los 
entes territoriales sin el 
correspondiente respaldo 
presupuestal (art. 7, Ley 819 de 
2003). 

Arts. 287, 288 C.P.; 
LOOT, arts. 4 y 27; 
Sentencias C-535/96, 
SU-122/2022 y C-
138/2020. 

Reformular arts. 4 y 5 
para garantizar 
coordinación horizontal; 
identificar expresamente 
la fuente de financiación 
de cada carga impuesta a 
los entes territoriales 
conforme al art. 7, Ley 
819 de 2003; reconocer 
necesidad de costeo de 
competencias conforme 
a la Sentencia C-138 de 
2020. 

Metodología – 
Proliferación de 
instrumentos de 
planificación 

La incorporación de la figura 
ZIESP sin mecanismos 
operativos diferenciados ni 
articulación efectiva con los POT 
vigentes agrava la rigidez del 
gasto público municipal, reduce 

Ley 388/1997, art. 10; 
Ley 1523/2012, arts. 1 y 
39; Ley 152/1994, art. 3; 
CONPES 3932/2018. 

Integrar la figura ZIESP en 
los instrumentos de 
ordenamiento territorial 
existentes o fortalecer los 
ya operativos (PDET, 
ZOMAC, ZIDRES, PNIS) 
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Disposición Problema identificado Norma en riesgo Propuesta de ajuste 

la capacidad de reacción ante 
eventualidades presupuestales 
y genera cargas administrativas 
adicionales que impactan la 
Gestión de Infraestructura, la 
Clasificación del Suelo y la 
Gestión del Riesgo. Asocapitales 
se opone a la proliferación de 
categorías jurídicas territoriales 
sin contenido operativo propio. 

dotándolos de 
mecanismos concretos; 
garantizar articulación 
con los POT municipales y 
el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo; 
eliminar capas de 
clasificación sin 
contenido operativo 
diferencial que generen 
rigidez presupuestal o 
cargas administrativas no 
compensadas. 

3.7. Instrumentos existentes con mayor especificidad territorial 

La siguiente tabla ilustra cómo Colombia ya cuenta con figuras de focalización territorial con 
regímenes diferenciales concretos, frente a los cuales la figura ZIESP —en su configuración 
actual— no ofrece ventajas claras: 

Figura Base legal Mecanismo diferencial concreto 
PDET Decreto Ley 

893/2017 
Planes de inversión específicos, institucionalidad 
propia (ART), priorización presupuestal por decreto. 

ZOMAC Ley 1819/2016, art. 
236 

Beneficios tributarios para empresas que inviertan 
en estos municipios. 

ZIDRES Ley 1776/2016 Régimen especial de uso del suelo rural y acceso a 
tierras baldías para proyectos productivos. 

PNIS Decreto Ley 
896/2017 

Subsidios directos, asistencia técnica y proyectos 
productivos para sustitución de cultivos. 

ZIESP 
(propuesta  
actual) 

Ley 1454/2011; Ley 
2294/2023 

Solo clasificación territorial. Sin mecanismo 
diferencial definido en la resolución. 

4. CONCLUSIONES 

1) La figura ZIESP, en su configuración normativa actual, incumple el mandato de los 
artículos 34 de la LOOT y 33 del PND al operar exclusivamente como instrumento de 
clasificación territorial, sin los efectos jurídicos, financieros y administrativos 
diferenciados que la Ley le exige. La resolución del DNP debe delimitar explícitamente 
su alcance metodológico y articularse de forma expresa con el decreto del Gobierno 
Nacional —el instrumento ordenado por la Ley— que deberá dotar a la figura de los 
mecanismos operativos que la hagan eficaz. Mientras no se expida dicho decreto con 
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el contenido mínimo que el marco legal exige, la clasificación ZIESP carecerá de los 
efectos que justifican su existencia como categoría jurídica diferencial. 

2) El IE-ZIESP requiere ajustes estructurales en su diseño metodológico. En particular: (i) 
revisar la ponderación del NBI frente al IPM, reconociendo la superioridad técnica de 
este último; (ii) incorporar indicadores de resultado y de capacidad institucional 
municipal que enriquezcan la caracterización del rezago estructural; (iii) definir 
umbrales absolutos —no solo quintílicos— que den sustento sustantivo a la 
clasificación; e (iv) incorporar un indicador complementario que refleje la magnitud 
absoluta de la concentración de pobreza multidimensional en cada entidad territorial, 
con el fin de corregir el sesgo sistemático que excluye a las ciudades capitales y 
distritos del acceso a los recursos especiales de inversión asociados a la figura, en 
concordancia con el principio de igualdad material del artículo 13 de la Constitución 
Política. 

3) La implementación y evaluación de las ZIESP deben rediseñarse bajo los principios 
constitucionales de coordinación, concurrencia y complementariedad. Para ello es 
indispensable: (i) incluir en la parte motiva y en el articulado de la resolución la 
identificación expresa de la fuente de financiación que respaldará cada carga 
administrativa impuesta a los entes territoriales, dando cumplimiento al análisis de 
impacto fiscal exigido por el artículo 7 de la Ley 819 de 2003; Asocapitales reitera que 
toda distribución de competencias o imposición de cargas administrativas adicionales 
sin una fuente de financiación clara y definida hace inviable la expedición de nuevas 
normas o metodologías que trasladen obligaciones a las entidades territoriales sin el 
correspondiente reconocimiento presupuestal; (ii) reformular los artículos 4 y 5 para 
garantizar que los procesos de implementación y evaluación sean horizontales y 
concurrentes entre el nivel nacional y los entes territoriales; y (iii) asegurar que las 
cargas administrativas impuestas a las entidades territoriales vayan acompañadas de 
los recursos técnicos y presupuestales necesarios para su cumplimiento efectivo, 
conforme al principio de costeo de competencias de la Sentencia C-138 de 2020. 

4) Asocapitales rechaza la proliferación de instrumentos de planificación territorial sin 
mecanismos operativos diferenciados. La acumulación de figuras de clasificación e 
inversión que no se articulan con los instrumentos de ordenamiento territorial 
vigentes genera, de manera inexorable, una rigidez creciente en el gasto público 
municipal, una reducción de la capacidad de reacción ante eventualidades 
presupuestales y un incremento de las cargas administrativas sobre las secretarías de 
planeación, con efectos negativos directamente verificables en la Gestión de 
Infraestructura, la Clasificación del Suelo y la Gestión del Riesgo. En lugar de crear la 
figura ZIESP como categoría autónoma adicional, Asocapitales recomienda al DNP 
fortalecer los instrumentos ya existentes —PDET, ZOMAC, ZIDRES, PNIS— dotándolos 
de mecanismos operativos diferenciados, asegurando su articulación con los POT 
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municipales y distritales y con el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo, en 
consonancia con la jerarquía normativa del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, los 
principios de coherencia y eficiencia del sistema de planeación consagrados en el 
artículo 3 de la Ley 152 de 1994, y el mandato de integración de la gestión del riesgo 
previsto en los artículos 1 y 39 de la Ley 1523 de 2012. 

Cordialmente, 

Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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